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Informe sobre el Proyecto de Ley de “Inocencia Fiscal”  
 

Se trata de un proyecto de ley que ya cuenta con media sanción en la Cámara de 
Diputados y que, más allá de su formulación discursiva, se inscribe en una estrategia 
de urgencia macroeconómica centrada en captar dólares y remonetizar la economía 
en un contexto de escasez de divisas y restricciones de financiamiento. Es decir, 
busca bajar el costo y el riesgo percibido de usar ahorros no declarados 
(especialmente en dólares) en operaciones formales —depósitos, compras, 
inversiones— sin que ello dispare automáticamente un escenario de fiscalización 
intensa o consecuencias penales. 

En términos operativos, el instrumento central para ese objetivo, más que un 
blanqueo clásico con una ventana excepcional, el planteo opera como un régimen de 
regularización de activos de carácter permanente, orientado a facilitar el ingreso de 
fondos en Argentina bajo condiciones amplias, reduciendo al mínimo los filtros y 
exigencias sobre su procedencia y reforzando, en paralelo, un marco normativo que 
limita el alcance punitivo y acota las capacidades de fiscalización del organismo 
recaudador. 

 

I. Descripción de los Cambios que Propone el Proyecto de Ley 

 

El Poder Ejecutivo presenta la iniciativa bajo el nombre de “Principio de Inocencia 
Fiscal”, enmarcándola en una agenda de “desregulación” y “simplificación 
tributaria”. En sus fundamentos, sostiene que el objetivo es revertir un enfoque 
supuestamente “persecutorio” del sistema y reconstruir la confianza en el 
contribuyente, planteando que la relación fisco-contribuyente debe reordenarse 
bajo un criterio menos punitivo.  

En términos conceptuales, el eje es trasladar al ámbito fiscal una presunción análoga 
a la inocencia penal que significa desplazar el “control ex ante” hacia un esquema de 
autodeclaración con presunción de exactitud. En la práctica normativa, este giro se 
articula a través de umbrales más altos para la persecución penal y criterios que 
condicionan la fiscalización a la existencia de “discrepancias significativas”, 
redefiniendo el alcance de las facultades de control del organismo recaudador.  

Este debate se produce en un contexto en el que la evasión y la elusión constituyen 
un problema estructural para la economía argentina. No solo se reducen recursos 
disponibles para políticas públicas, sino que vuelven más regresiva la carga 
tributaria. Para dimensionarlo, el ETFE1 estima que en el IVA la evasión se mantiene 
por encima del 50% y que en Ganancias se pierde casi la mitad de la recaudación 
potencial; en conjunto, esa merma equivale a 8,3 puntos del PIB.  

 A esto se suma la evidencia de un stock relevante de riqueza no declarada, 
canalizada en parte mediante estructuras offshore. En los Pandora Papers, 
Argentina figura como el tercer país con mayor cantidad de personas beneficiarias 
de sociedades offshore en guaridas fiscales.  En ese marco, tal como se concluye el 

                                                             
1 Espacio de Trabajo Fiscal para la Equidad (ETFE): Hay otro camino: por un programa de reforma fiscal 
democrática. Año 2025. 
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documento “Hay otro camino” la reiteración de amnistías y blanqueos termina 
dañando la cultura tributaria y alentando conductas de incumplimiento, mientras 
que la desvalorización de multas y sanciones por inflación erosiona el poder 
disuasivo del régimen y refuerza incentivos a evadir. 

 

a) Incremento masivo de los montos mínimos para tipificar delitos 

El Título I del proyecto modifica el Título IX de la Ley 27.430, elevando los montos 
mínimos de punibilidad de manera exponencial, en algunos casos más de 60 veces 
los valores vigentes 

 

 

 

 

Esta actualización podría suponer que una cantidad de contribuyentes que 
actualmente enfrentan denuncias penales quedará fuera del alcance del régimen de 
persecución penal, incluso cuando existan incumplimientos tributarios de 
importancia significativa. Es decir, conductas que hoy pueden abrir una causa penal 
por los montos involucrados, con la reforma tenderían a tramitar primero (o 
únicamente) por la vía administrativa, porque el piso para que el caso entre al carril 
penal queda mucho más alto. 

El cuadro sistematiza el núcleo operativo de la reforma en materia penal tributaria: 
la elevación generalizada de las condiciones objetivas de punibilidad (umbrales 
monetarios) para las principales figuras del Régimen Penal Tributario. La 
modificación alcanza tanto los delitos tributarios (evasión simple y agravada, 
aprovechamiento indebido de beneficios, uso de documentación apócrifa) como los 
vinculados a retenciones y percepciones y a recursos de la seguridad social, además 

Título /  Categoría Figura delictiva (subtipo) Art. RPT (Ley 27.430) Unidad de cómputo Umbral vigente Umbral proyecto
Expansión 

del umbral (x)

Título I – Delitos Tributarios Evasión simple Art. 1 Por tributo y por ejercicio anual $ 1.500.000 $ 100.000.000 x 66,7

Título I – Delitos Tributarios Evasión agravada (umbral general) Art. 2 inc. a) Por tributo y por ejercicio anual $ 15.000.000 $ 1.000.000.000 x 66,7

Título I – Delitos Tributarios
Evasión agravada por interposición / estructuras / 
jurisdicciones no cooperantes

Art. 2 inc. b) Por tributo y por ejercicio anual $ 2.000.000 $ 200.000.000 x 100

Título I – Delitos Tributarios Evasión agravada por uso fraudulento de beneficios fiscales Art. 2 inc. c) Por tributo y por ejercicio anual $ 2.000.000 $ 200.000.000 x 100

Título I – Delitos Tributarios Evasión agravada por facturas/documentos falsos Art. 2 inc. d)
Por tributo y por ejercicio anual 
(perjuicio por ese concepto)

$ 1.500.000 $ 100.000.000 x 66,7

Título I – Delitos Tributarios
Aprovechamiento indebido de beneficios fiscales 
(reintegros/recuperos/devoluciones/subsidios, etc.)

Art. 3 En un ejercicio anual $ 1.500.000 $ 100.000.000 x 66,7

Título I – Delitos Tributarios
Apropiación indebida de tributos (agente de 
retención/percepción de tributos)

Art. 4 Por mes $ 100.000 $ 10.000.000 x 100

Título II – Recursos de la Seguridad Social Evasión simple de aportes y/o contribuciones Art. 5 Por mes $ 200.000 $ 7.000.000 x 35

Título II – Recursos de la Seguridad Social Evasión agravada (umbral general) Art. 6 inc. a) Por mes $ 1.000.000 $ 35.000.000 x 35

Título II – Recursos de la Seguridad Social
Evasión agravada por 
interposición/estructuras/instrumentos

Art. 6 inc. b) Por mes $ 400.000 $ 14.000.000 x 35

Título II – Recursos de la Seguridad Social Evasión agravada por uso fraudulento de beneficios Art. 6 inc. c) Por mes $ 400.000 $ 14.000.000 x 35

Título II – Recursos de la Seguridad Social
Apropiación indebida de recursos de la seguridad social 
(empleador / agente de retención o percepción)

Art. 7 (1° y 2° párr.) Por mes $ 100.000 $ 3.500.000 x 35

Título III – Delitos Fiscales Comunes
Simulación dolosa de cancelación de obligaciones 
(tributarias)

Art. 10 Por ejercicio anual $ 500.000 $ 20.000.000 x 40

Título III – Delitos Fiscales Comunes
Simulación dolosa de cancelación de obligaciones 
(seguridad social)

Art. 10 Por mes $ 100.000 $ 3.500.000 x 35
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de un tipo del Título III (simulación dolosa de cancelación). En términos sustantivos, 
el cuadro permite visualizar que el proyecto produce una expansión de umbrales de 
gran magnitud —en varios casos multiplicándolos por decenas (y hasta cien 
veces)—, con un efecto directo: redefinir el universo de conductas que quedan 
dentro del alcance penal, desplazando una porción significativa de casos hacia el 
terreno administrativo y reduciendo la probabilidad de persecución penal para 
montos inferiores a los nuevos pisos. 

 

En definitiva, la elevación de umbrales reduce de hecho el universo de casos que 
pueden ingresar al carril penal. Esa redefinición se completa con un segundo bloque 
de disposiciones -que se detallan a continuación- que actúan sobre el cómo y el 
cuándo se judicializa. Por un lado, se habilita la dispensa de denuncia si hay 
cancelación total previa (para determinados tipos) y se fija un mecanismo de 
extinción de la acción penal posterior a la imputación mediante pago de deuda, 
intereses y un adicional del 50% dentro de un plazo acotado; por otro, se enumeran 
supuestos en los que la ARCA no debe denunciar (diferencias interpretativas o 
técnico-contables, ajustes basados solo en presunciones, rectificaciones previas a 
fiscalización), ampliando el margen de selección de casos y desplazando conflictos 
hacia el plano administrativo. 

En paralelo, el proyecto ata la continuidad de la acción penal a la vigencia de las 
facultades administrativas de determinación (prescripción), lo que puede acortar el 
horizonte temporal efectivo de persecución penal en ciertos supuestos, y actualiza 
con fuerza los montos de multas administrativas en la Ley 11.683, consolidando un 
esquema en el que la respuesta estatal se concentra crecientemente en sanciones 
pecuniarias y regularización, con potenciales tensiones de proporcionalidad según 
escala del contribuyente. 

 

b) Extinción de la acción penal y dispensa de denuncia penal 

 

El proyecto redefine la relación entre regularización y persecución penal en el 
Régimen Penal Tributario. Por un lado, establece que, para determinados delitos 
(los previstos en los arts. 1°, 2°, 3°, 5° y 6°), la Administración Tributaria no 
formulará denuncia penal cuando el contribuyente cancele en forma incondicional 
y total las obligaciones adeudadas y sus intereses antes de la denuncia, y dispone 
que este beneficio rige por única vez por cada persona humana o jurídica. Es decir, 
si el contribuyente paga antes de que ARCA denuncie, evita que el conflicto escale a 
sede penal (con el límite de que es un beneficio por única vez). 

Por otro lado, si la acción penal ya fue iniciada, prevé la extinción de la acción penal 
cuando el imputado acepta y cancela deuda e intereses, más un adicional 
equivalente al 50% del total, dentro de los 30 días hábiles posteriores a la 
notificación fehaciente de la imputación penal. Es decir, aun si la causa penal ya 
arrancó, existe una ‘salida rápida’ pagando deuda + intereses + 50%, que permite 
cerrar la acción penal en una ventana temporal corta. 

Complementariamente, el proyecto aclara que la modalidad de extinción de la 
acción penal prevista en el Código Penal (art. 59 inc. 6) no resulta aplicable al 
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Régimen Penal Tributario, consolidando un régimen específico de 
salida/regularización dentro del propio sistema tributario penal.  

 

c) Exclusiones y criterios de no denuncia 

El proyecto sustituye el artículo 19 del Régimen Penal Tributario y enumera 
supuestos en los que el organismo recaudador no formulará denuncia penal. Entre 
ellos: 

 cuando resulte manifiesto que el perjuicio fiscal obedece a diferencias de 
criterio por interpretación normativa o aspectos técnico-contables de 
liquidación; 

 cuando el ajuste derive exclusivamente de presunciones legales sin otros 
elementos de prueba; 

 cuando el contribuyente haya exteriorizado formalmente, de modo fundado 
y justificado, el criterio interpretativo/técnico-contable antes o 
simultáneamente a la declaración jurada; 

 y cuando presente declaraciones juradas originales/rectificativas antes de 
una notificación de inicio de fiscalización.  

En los supuestos vinculados a (a) y (b), el proyecto exige que la decisión de no 
denunciar sea fundada, con dictamen del servicio jurídico y bajo un procedimiento 
de contralor a definir reglamentariamente.  

Aun con esa exigencia formal de fundamentación, el diseño amplía el margen de 
apreciación administrativa sobre cuándo una conducta debe judicializarse 
penalmente y cuándo debe canalizarse por vía administrativa, lo que puede 
traducirse en alta discrecionalidad operativa (y heterogeneidad de criterios) en la 
selección de casos. 

 

d) Prescripción penal tributaria 

El proyecto incorpora una regla expresa según la cual la acción penal tributaria y de 
los recursos de la seguridad social no proseguirá cuando se encuentren prescriptas 
las facultades del organismo recaudador para determinar los tributos y recursos 
correspondientes.  

Dicho de otro modo, se ata la viabilidad de la persecución penal a la vigencia de las 
potestades de determinación/cobro en sede administrativa, operando la 
prescripción administrativa como “techo” temporal de la persecución penal. 

En el marco del mismo proyecto, esta vinculación cobra mayor relevancia porque 
también se reforma el régimen de prescripción de la Ley 11.683, previendo 
supuestos en los que el plazo puede reducirse a tres (3) años para contribuyentes 
inscriptos que cumplieron en término y sin “discrepancias significativas”.  

En combinación, esto puede acortar el horizonte temporal efectivo de actuación 
penal en un conjunto de situaciones. 
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e) Aumento de multas administrativas en paralelo a la reducción del alcance 
penal 

En el Título II (procedimiento), el proyecto actualiza de manera muy marcada los 
montos previstos para multas en la Ley 11.683, reemplazando montos históricos 
por valores nominales sustancialmente mayores (incluyendo sanciones que pasan 
del orden de decenas de miles a decenas de millones). Por ejemplo, se sustituye en 
el artículo 39 un monto de $45.000 por $35.000.000, y se elevan también otros 
tramos y montos asociados al mismo artículo. Asimismo, se modifican montos del 
artículo 40, reemplazando rangos como “tres mil a cien mil” por “doscientos mil a 
siete millones quinientos mil”.  

Estas actualizaciones operan, en buena medida, sobre escalas fijas o de baja 
granularidad, por lo que su incidencia relativa puede ser muy distinta según tamaño 
económico del infractor. En ausencia de parámetros explícitos de graduación por 
capacidad contributiva, facturación o escala (u otros criterios de proporcionalidad), 
el rediseño puede derivar en un esquema más “plano” en términos económicos. El 
mismo monto nominal puede ser asfixiante para actores pequeños y poco disuasivo 
para actores de gran escala, especialmente en un contexto donde el umbral penal se 
eleva y la respuesta se desplaza hacia el terreno administrativo. 

 

En definitiva, el proyecto introduce una reingeniería del Régimen Penal Tributario 
que no se limita a actualizar montos. También redefine el umbral de intervención 
penal y los criterios de activación del sistema. En conjunto, las modificaciones elevan 
de manera masiva las condiciones objetivas de punibilidad, amplían supuestos de 
no denuncia y crean vías específicas de extinción de la acción penal asociadas al 
pago, reconfigurando el balance entre persecución penal, determinación 
administrativa y regularización. 

 

3. Cambios en el Procedimiento Tributario 

a) Reducción del plazo de prescripción en la Ley 11.683 (Art. 30 del proyecto) 

El proyecto sustituye el artículo 56 de la Ley 11.683 y mantiene como regla general 
el plazo de prescripción de cinco (5) años para contribuyentes inscriptos, pero 
habilita su reducción a tres (3) años cuando concurren simultáneamente tres 
condiciones: (i) declaración jurada presentada en término; (ii) regularización del 
saldo resultante, si corresponde; y (iii) ausencia de impugnación por parte de la 
ARCA basada en la existencia de una “discrepancia significativa” entre lo declarado 
y la información disponible en sus sistemas o provista por terceros.  Es decir, para 
quienes cumplen formalmente y no activan el gatillo de ‘discrepancia significativa’, 
ARCA tendría dos años menos para revisar ese período y exigir diferencias; en 
términos prácticos, el contribuyente queda ‘liberado’ antes de tener que dar 
explicaciones por esos años. 

Para contribuyentes no inscriptos, el proyecto mantiene un plazo diferencial de diez 
(10) años.  

En auditorías complejas (estructuras societarias, planificación fiscal sofisticada, 
operaciones interjurisdiccionales), la ventana de tres años puede operar como un 
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recorte material de capacidad investigativa, más aún cuando el propio proyecto 
delimita “discrepancia significativa” con criterios que pueden dejar fuera desvíos 
relevantes pero graduales. 

 

b) Definición legal de “discrepancia significativa” (Art. 31 del proyecto) 

 

La definición de “discrepancia significativa” funciona, en los hechos, como un 
“semáforo” normativo ya que solo si se prende (por porcentaje, por monto o por 
apócrifos) se habilita una respuesta de control más intensa; si no se prende, el 
sistema opera con una lógica de menor exposición a revisión retroactiva. En 
particular, el proyecto fija tres disparadores: (i) ajuste ≥ 15% respecto de lo 
declarado; (ii) diferencia que supere el umbral del art. 1 del Régimen Penal 
Tributario; o (iii) impugnación basada en facturas/documentos apócrifos bajo 
condiciones específicas.  

Desde una perspectiva de equidad y capacidad de fiscalización, este diseño puede 
favorecer de manera asimétrica a contribuyentes de gran escala por dos vías 
complementarias: 

1. Acorta la ventana efectiva de auditoría: al vincular el acceso a la prescripción 
de 3 años a la ausencia de discrepancia significativa, el esquema premia a 
quienes puedan “evitar gatillos” dentro de ese lapso, aun cuando existan 
desvíos menores pero reiterados o distribuidos.  

2. Eleva el umbral absoluto de disparo al atarlo al umbral penal: como el mismo 
proyecto incrementa el mínimo del art. 1 del Régimen Penal Tributario a 
$100 millones, el disparador deja de operar frente a una amplia franja de 
diferencias en pesos que, sin ser marginales, quedan por debajo de ese piso.  

En conjunto, el criterio combina un umbral relativo (15%) y un umbral absoluto 
(ligado al mínimo penal elevado), lo que puede resultar funcional a estrategias de 
planificación y administración del riesgo fiscal más disponibles para grandes 
contribuyentes (por capacidad técnica, sofisticación contable y posibilidad de 
“fragmentar” o distribuir controversias), desplazando el aplicación efectiva del 
régimen y la estrategia de fiscalización hacia un esquema donde el control queda 
concentrado solo en saltos muy visibles o en casos con apócrifos. 

 

 

 

c) Prescripción en recursos de la seguridad social (Arts. 35–37 del proyecto) 

 

El proyecto extiende el esquema de prescripción reducida a obligaciones vinculadas 
a la seguridad social, incorporando cláusulas de reducción a cinco (5) años en leyes 
específicas, bajo condiciones análogas a las tributarias (presentación en término, 
regularización del saldo y ausencia de “discrepancia significativa”).  
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En particular, incorpora reglas de reducción a 5 años y define “discrepancia 
significativa” con criterios equivalentes (15%, superación de umbrales del Régimen 
Penal Tributario y documentación apócrifa) en normas como la Ley 23.660 y la Ley 
23.661, y sustituye el artículo 16 de la Ley 14.236 para replicar el mismo esquema 
de reducción.  

Al trasladar el estándar de discrepancia significativa a recursos previsionales, el 
proyecto puede producir un recorte temporal relevante en materia de fiscalización 
y determinación de deudas en un ámbito donde la litigiosidad y la complejidad 
probatoria suelen ser altas. 

 

d) Homologación del régimen de prescripción para tributos locales (Art. 34 
del proyecto) 

 

El proyecto modifica el Código Civil y Comercial para establecer que, en materia de 
tributos provinciales, CABA y municipales, el plazo de prescripción se regirá por lo 
dispuesto en la Ley 11.683 (o la norma que la sustituya), orientando a una aplicación 
uniforme y limitando la posibilidad de que las jurisdicciones locales fijen plazos 
distintos.  

Esta armonización puede ser leída como una restricción práctica a la autonomía 
normativa local en un componente central de la administración tributaria (plazos 
de determinación y cobro). El artículo 121 de la Constitución Nacional consagra este 
principio al disponer que “Las provincias conservan todo el poder no delegado por 
esta Constitución al Gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por 
pactos especiales al tiempo de su incorporación”. Dentro de ese marco, la facultad 
de regular los tributos propios —incluida la fijación de los plazos de prescripción— 
se considera expresión de la autonomía fiscal de los estados provinciales. 

 

 

4. Régimen de Declaración Jurada Simplificada del Impuesto a las Ganancias 

El proyecto crea un régimen opcional de “declaración jurada simplificada” del 
Impuesto a las Ganancias para personas humanas y sucesiones indivisas residentes, 
siempre que opten por esa modalidad y cumplan requisitos de elegibilidad 
vinculados a su escala: (i) ingresos totales (gravados, exentos y/o no gravados) de 
hasta $1.000 millones, (ii) patrimonio total (bienes en el país y en el exterior, según 
Bienes Personales) de hasta $10.000 millones, y (iii) no estar calificados como 
“grandes contribuyentes nacionales” a criterio de ARCA; además, el Poder Ejecutivo 
puede establecer requisitos adicionales. Si ARCA verifica que el contribuyente no 
reunía los requisitos al momento de adherir, lo excluye del régimen y queda 
habilitada a fiscalizar períodos no prescriptos, determinar de oficio, liquidar 
diferencias y aplicar sanciones conforme la Ley 11.683.  

Es decir, la lógica es que ARCA confecciona una propuesta de liquidación con la 
información disponible y, si el contribuyente la acepta y paga, el período queda 
‘cerrado’ con menos exigencias formales, salvo que aparezcan errores graves. 



Ipypp.org.ar                                                                                8 
 

En cuanto a su funcionamiento, el régimen se apoya en una lógica de cierre del 
período ya que una vez que el contribuyente acepta la declaración jurada propuesta 
por ARCA y paga en término (si corresponde), se consideran satisfechas sus 
obligaciones de Ganancias de ese período en sentido formal y material (efecto 
liberatorio), salvo que con posterioridad se verifique omisión de ingresos, cómputo 
de deducción improcedente y/o utilización de facturas u otros documentos 
apócrifos.  

En paralelo, el proyecto incorpora una presunción de exactitud sin admitir prueba 
en contrario para las declaraciones juradas de Ganancias e IVA de períodos no 
prescriptos. Esa presunción solo se rompe si ARCA impugna la declaración jurada 
simplificada del último período fiscal por los motivos anteriores y, además, detecta 
una discrepancia significativa entre lo declarado y la información de sus sistemas o 
aportada por terceros (y la presunción puede extenderse también a períodos no 
prescriptos en los que el contribuyente no hubiera estado obligado a presentar 
declaraciones). Adicionalmente, el artículo 41 acota el modo en que se evalúa esa 
discrepancia significativa en Ganancias e IVA, al excluir expresamente la aplicación 
del art. 18 inc. f) de la Ley 11.683 (incremento patrimonial no justificado) a esos fines. 
Es decir: para romper esa ‘presunción de exactitud’ no alcanza con que el patrimonio 
‘no cierre’ como indicio automático, porque el art. 41 impide usar el incremento 
patrimonial no justificado como disparador para determinar la ‘discrepancia 
significativa’ en Ganancias e IVA. 

 

 

Finalmente, si se configura esa situación excepcional (impugnación + discrepancia 
significativa), ARCA puede extender la verificación/fiscalización a períodos no 
prescriptos, determinar de oficio, liquidar diferencias y aplicar sanciones; pero el 
propio artículo limita esa extensión: no procede respecto de quienes hayan optado 
por el régimen simplificado y, cumpliendo sus condiciones, gocen del efecto 
liberatorio y la presunción de exactitud, ni respecto de períodos alcanzados por el 
Régimen de Regularización de Activos (Ley 27.743, art. 34) si se cumplieron sus 
condiciones. 

 

Este régimen combina tres elementos que, en conjunto, reducen el margen de 
revisión posterior: (i) una declaración “propuesta por ARCA” que el contribuyente 
puede aceptar; (ii) un efecto liberatorio que cierra Ganancias del período salvo 
supuestos acotados; y (iii) una presunción de exactitud sin prueba en contrario que 
se extiende incluso a períodos no prescriptos de Ganancias e IVA.  

La revisión se reactiva únicamente cuando ARCA detecta una discrepancia 
significativa en el último período simplificado, pero la propia definición de 
discrepancia incorpora umbrales que pueden dejar afuera desvíos relevantes “por 
goteo” (no necesariamente grandes saltos), y además el proyecto limita 
herramientas tradicionales de contraste patrimonial (al excluir el incremento 
patrimonial no justificado para este análisis).  

Finalmente, aun cuando se detecte discrepancia, la extensión de fiscalización tiene 
límites expresos, no se reabre lo ya cerrado por el régimen simplificado ni lo 
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cubierto por el régimen de regularización de activos, consolidando un esquema de 
cierre reforzado de períodos para quienes hayan transitado esos carriles y cumplido 
sus condiciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


